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RESUMEN: MODATIMA es un movimiento social en Chile que ha ganado prominencia en el 
contexto de los conflictos de agua en la Provincia de Petorca. Este estudio analiza el encuadre legal 
de las demandas de MODATIMA en relación con los conflictos de agua y las alteraciones 
observadas en su encuadre legal. La investigación examina la red de significados asociados con el 
concepto legal de agua utilizado por MODATIMA y la evolución de los significados según la 
interpretación de la Corte Suprema de Chile y la Corte de Apelaciones. El estudio adopta un 
enfoque de análisis de contenido cualitativo para estudiar el encuadre legal de los conflictos de 
agua que involucran a MODATIMA y al poder judicial. El resultado principal del estudio es la 
comprensión de que el encuadre legal empleado por MODATIMA implica el reconocimiento de 
que la aplicación del 'encuadre legal de derechos humanos' en un contexto específico de escasez de 
agua generado por políticas de agua dentro del 'encuadre legal neoliberal' ha dado lugar a un nuevo 
encuadre: el encuadre legal democrático. 
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1 INTRODUCCIÓN 
 

¿Cómo transita el encuadre legal de los movimientos sociales en el contexto del conflicto 
social? La investigación sobre "conflictos de agua" sostiene que ha habido una creciente 
prominencia de los tribunales y los movimientos sociales ambientalistas en proporcionar 
soluciones más allá de la esfera legislativa (Bauer 2015; Budds 2020; Larraín 2006). Esto se debe 
a que el diseño institucional ha limitado la deliberación política para cambiar las políticas públicas 
(Costumero et al. 2017a; Valdés-Pineda et al. 2014) y la ley de aguas ha creado un acceso cada vez 
más desigual al agua (C.Bauer 2015). 

 
En este contexto, este estudio examina cómo los movimientos sociales construyen su 

identidad en el proceso de encuadre legal, donde traducen sus demandas políticas a través de la 
interpretación de conceptos legales. Examinamos el caso de MODATIMA, un movimiento social 
chileno que sirve como un puente entre la génesis de leyes en el poder legislativo y su aplicación 

 
1ABOGADO (2016-2021) con una MAESTRÍA EN DERECHO PRIVADO (2020-2021), DOCTORADO(c) en 
PROCESOS POLÍTICOS E INSTITUCIONES EN LA UNIVERSIDAD ADOLFO IBÁÑEZ (2021-), ESCUELA 
DE GOBIERNO.  
Asesores: JAVIER WILENMANN & GONZALO BUSTAMANTE.  
Este borrador del artículo ha sido posible gracias a la colaboración continua y la asistencia de FELIPE AGUILA 
HUMERES, SOCIÓLOGO con una MAESTRÍA EN MÉTODOS PARA LA INVESTIGACIÓN SOCIAL, quien es 
Investigador en el CENTRO DE INVESTIGACIÓN EN DERECHO Y SOCIEDAD (CIDS). Sin embargo, cualquier 
error debe atribuirse a mi autoría. 



interpretativa por los tribunales. En particular, nos centramos en cómo los movimientos sociales 
han ganado protagonismo en el contexto de los conflictos de agua en Chile a través del acto de 
encuadre legal, donde movilizan colectivamente la ley, implicando dar forma a sus propios 
agravios, identidad y objetivos. 

 
La historia de MODATIMA se remonta a su fundación en 2010, cuando un grupo de 

agricultores y comunidades locales se unieron para abordar la sobreexplotación de los recursos 
hídricos a través del riego de huertos de aguacate (MODATIMA 2023; Mundaca 2014 p. 4; Rojas 
Vilches 2021b). En sus primeros años, MODATIMA se estableció como un movimiento de protesta, 
emprendiendo diversas acciones para concienciar sobre los problemas y demandas de las 
comunidades afectadas. Sin embargo, MODATIMA comenzó a transformarse en un movimiento 
social, ampliando su base de apoyo y solidificando su discurso político en torno a cinco elementos 
constitutivos: i) uso racional y eficiente del agua, ii) el agua como bien nacional, iii) el agua como 
derecho humano, iv) la sustitución del Código de Aguas de 1981, y v) la restitución de los derechos 
de propiedad sobre el agua (C. Bauer 2015; Larraín 2006; MODATIMA 2023; Mundaca 2014; 
Panez-Pinto et al. 2017; Rodríguez Valenzuela 2016; Rojas Vilches 2021a). 

 
Para mejorar nuestra comprensión de este tema, este estudio adopta un enfoque de análisis 

de contenido cualitativo (QCA) para estudiar el encuadre legal de los conflictos de agua que 
involucran a MODATIMA y al poder judicial. Se presta especial atención al papel de la 
interpretación legal mutua en la configuración de las partes involucradas en este conflicto de agua. 
Mientras que estudios recientes se han centrado en disputas legales en conflictos de agua 
(Costumero et al. 2017a, 2017b; Rivera et al. 2016), ninguno ha identificado exitosamente la 
identidad del encuadre legal, los conceptos clave que caracterizan esos encuadres y cómo estos 
encuadres legales han moldeado cada identidad. 

 
Este trabajo tiene como objetivo complementar este creciente cuerpo de conocimiento 

introduciendo tres innovaciones principales: primero, conceptualizar los conflictos de agua como 
una confrontación de encuadres legales, donde es posible reconocer cómo la interpretación de 
conceptos legales puede crear una nueva oferta de derechos; segundo, al enfocarnos en el encuadre 
legal del poder judicial, hemos sido capaces de distinguir entre la Corte de Apelaciones y la Corte 
Suprema, reflejando diferentes concepciones de agua y derechos; tercero, reconstruir el encuadre 
legal de MODATIMA no exclusivamente en términos del derecho humano al agua contra las 
políticas neoliberales, sino más bien identificando un encuadre legal democrático del agua como 
un bien común público y ofreciendo derechos de acceso al agua, la tierra y la salud. 

 
El resultado principal radica en comprender que el encuadre legal empleado por 

MODATIMA implica el reconocimiento de que la aplicación del 'encuadre legal de derechos 
humanos' en un contexto específico de escasez de agua generado por políticas de agua dentro del 
'encuadre legal neoliberal' ha dado lugar a un nuevo encuadre: el encuadre legal democrático. Este 
encuadre surge a través de la jurisprudencia, es decir, la creación a través de la aplicación a un caso 
singular, resultando en el establecimiento de nuevos derechos legales para encarnar el concepto 
del bien común público. La naturaleza democrática del bien común público reside en su 
implicación en el contexto de la gobernanza del agua, enfatizando la promoción de la participación 
generalizada y la diversificación del conocimiento. 

 



Esperamos que este análisis contribuya tanto a los debates legales sobre conflictos de agua, 
donde el análisis del encuadre legal puede proporcionar la concepción del derecho y el agua para 
cada actor (poder judicial y movimientos sociales), lo cual no ha sido especificado, como a una 
comprensión más profunda de las condiciones de interpretación legal, rechazando la suposición de 
homogenizar los tribunales y una invariabilidad en los movimientos sociales que abogan por los 
derechos humanos. 

 
Después de esta sección 1, el artículo continúa de la siguiente manera: Primero 

discutiremos la literatura existente sobre conflictos de agua en el país (Sección II); luego 
introduciremos el marco conceptual y metodológico para el estudio, proporcionando una breve 
descripción del estudio de caso (Sección III); posteriormente presentaremos los principales 
resultados del estudio (Sección IV); y finalmente cerraremos con una discusión, algunas 
conclusiones y puntos clave (Sección V). 

 
2 EL CÓDIGO DE AGUAS: UN ENCUADRE LEGAL QUE 

RESUENA UN CONFLICTO DE AGUA 
 
La premisa principal sobre "conflictos de agua" (Bauer 2015; Budds 2004, 2012; Guerrero-

Valdebenito et al. 2018) se basa en que la decisión política delineada en el Artículo 19 Nº 24 de la 
Constitución y el Código de Aguas estableció un marco legal neoliberal, creando así derechos 
específicos para la propiedad privada del agua. Este marco posteriormente dio forma a políticas de 
agua centradas en la mercantilización, desvinculación de la tierra y asignación no condicionada a 
la disponibilidad de agua. Estas políticas de agua resultantes, generadas dentro del marco del 
Código de Aguas, no han logrado transformar los derechos de agua, contribuyendo a la 
proliferación de conflictos de agua. En consecuencia, estos conflictos han moldeado un paisaje de 
gobernanza del agua donde los movimientos sociales y el poder judicial juegan roles 
fundamentales en alterar la interpretación del concepto legal de agua, imponiendo en última 
instancia limitaciones a los "derechos de agua". 

 
Todo comienza con el Código de Aguas creado en 1981. Este Código de Aguas sirve como 

el marco legal para gobernar la posesión y el uso de los derechos de agua, igualando el concepto 
legal de agua al derecho de propiedad privada (Dourojeanni & Jouravlev 1999; Guerrero-
Valdebenito et al. 2018). Sin embargo, el código presenta una contradicción inherente, ya que 
finalmente prioriza el uso del agua como un producto económico. Mientras que inicialmente 
reconoce el agua como un bien nacional de uso público, los artículos subsecuentes refuerzan la 
propiedad y control privados de los derechos de agua, que están protegidos constitucionalmente 
(art. 19 Nº 24) (Bauer 2015; Bottaro et al. 2014). Además, el código separa la propiedad del agua 
de la propiedad de la tierra, permitiendo que individuos privados accedan al agua 
independientemente de la propiedad de la tierra. Como resultado, ha surgido una tendencia 
preocupante donde un número creciente de agricultores que poseen tierra carecen de acceso a los 
recursos hídricos (Dourojeanni & Jouravlev, 1999; Larraín, 2006) a través de la distinción de 
derechos de agua: derechos consuntivos y no consuntivos, los cuales moldean aún más el marco 
legal para la asignación y uso del agua (Molina Camacho & Park, 2022). 

 
El marco legal chileno se basa en tres principios políticos para asegurar la propiedad 

privada del agua. En primer lugar, adopta un enfoque basado en el mercado para gestionar la 



demanda, alentando a los usuarios a comprar o vender derechos de agua basados en el valor 
anticipado del uso (Budds, 2004; Larraín, 2012). En segundo lugar, designa los 'derechos de agua' 
como propiedad privada protegida por el Estado, proporcionando a los usuarios seguridad en la 
tenencia con la esperanza de fomentar su inversión en infraestructura hídrica (Rivera et al., 2016). 
En tercer lugar, delega la regulación a las organizaciones de usuarios de agua, con el objetivo de 
evitar que la toma de decisiones se vuelva discrecional o politizada. Esta delegación se alinea con 
el principio neoliberal de que las decisiones deben ser tomadas por actores aparentemente neutrales 
y técnicos en lugar de ser influenciadas por sesgos o política (Bauer, 2015). 

 
Estos tres principios políticos se elaboran dentro del marco institucional originado en el 

Código de Aguas de 1981, pero provienen principalmente del Artículo 19 Nº 24 de la Constitución. 
Esta disposición facilita la mercantilización de este bien común. Ampliando este marco legal, el 
Código de Aguas de 1981 establece los principios fundamentales para la apropiación actual de este 
recurso común (Larraín, 2012). La decisión política de elevar la propiedad privada del agua a un 
nivel constitucional ha resultado en un marco legal que ha proporcionado derechos legales 
específicos para materializar un diseño institucional neoliberal para la utilización del agua. Esto 
implica que los derechos de agua son mercancías destinadas al comercio privado (Bauer, 2015, p. 
148). 

 
La decisión política de establecer un marco institucional neoliberal para la regulación de 

los “derechos de agua” implicó una traducción en la creación de derechos legales específicos que 
efectivamente constituyen la propiedad neoliberal como se estipula en el Artículo 19 Nº 24. 

 
El encuadre legal neoliberal implica el establecimiento de derechos legales particulares 

diseñados para facilitar la propiedad privada del agua, facilitando así la formación de un mercado 
de agua (Budds, 2012, p. 170; Murray, 1997, p. 45). Este encuadre se implementa para gestionar 
el agua como un recurso escaso, asegurando que su utilización esté garantizada. El encuadre legal 
involucra un esquema interpretativo que da forma a una resonancia para crear “políticas de agua” 
que conceptualizan el agua como propiedad privada, priorizando un uso eficiente, enfatizando una 
elección individual dentro del mercado y asumiendo la neutralidad del mercado en la distribución 
y saneamiento del agua (Budds, 2004). En otras palabras, el encuadre legal neoliberal 
conceptualiza el agua como una mercancía para crear un mercado de agua neutral a través de la 
utilización de este activo. 

 
Así, el encuadre legal neoliberal contribuye a la aparición de ‘conflictos de agua’ debido a 

políticas que resuenan principios como tratar el agua como una mercancía, separando el agua de 
la tierra y asignando derechos de uso del agua sin consideración por la disponibilidad de agua 
(Budds, 2020; Dourojeanni & Jouravlev, 1999; Larraín, 2006; Mundaca, 2014; Panez-Pinto et al., 
2017). Los ‘conflictos de agua’ surgen como demandas políticas y legales de grupos locales, 
específicamente movimientos sociales que surgen para obtener la gestión y el acceso al agua. La 
ausencia de agua en sus localidades ha resultado en conflictos socioambientales (Budds, 2004, 
2020). Estos conflictos son procesos dinámicos sociales y ambientales (Bauer, 2015, p. 150) donde 
involucran y reúnen a actores sociales con diferentes perspectivas y posiciones respecto al uso de 
los recursos hídricos, basados en sus necesidades, expectativas normativas y la estructura social e 
institucional prevaleciente (Guerrero-Valdebenito et al., 2018, p. 101). 



Estas nuevas expectativas normativas se han enmarcado a través de un encuadre legal de 
derechos humanos, que define el agua como esencial para mantener la vida. Por lo tanto, constituye 
un derecho humano, implicando la necesidad de proteger su calidad y disponibilidad para las 
comunidades humanas y la preservación de los ecosistemas (Larraín, 2012, p. 87). Para Carl Bauer, 
las principales divisiones en los conflictos de agua se basan en identificar cómo el encuadre legal 
de derechos humanos ha innovado en la gobernanza de las políticas de agua. Tiene como objetivo 
mitigar la falta de capacidad institucional para la gobernanza y la gestión integrada de los recursos 
hídricos a través del derecho internacional (C. Bauer, 2015, p. 163), implicando que el agua debe 
ser colectivamente propiedad y localmente gestionada (C. Bauer, 2015, p. 162). 

 
A través de estas consideraciones, identificamos que el conflicto del agua se convierte en 

un conflicto porque hay dos encuadres legales luchando en la gobernanza para proporcionar 
soluciones a este conflicto. En otras palabras, los conflictos del agua pueden interpretarse como 
conflictos de encuadres en torno a la resonancia del agua como un concepto legal involucrado en 
un marco legal particular. El aspecto más notable de este conflicto de encuadres respecto a la 
definición del agua como un concepto legal se observa en las 'disputas legales', específicamente 
en el proceso de judicialización de estos conflictos. En particular, la literatura de 'disputas legales' 
(Costumero et al., 2017a; Rivera et al., 2016) se ha centrado en el número de sentencias en las que 
la Corte de Apelaciones y la Corte Suprema han estado involucradas para proporcionar soluciones 
en relación con los 'derechos de agua' (Costumero et al., 2017b, p. 10). 

 
Este estudio se concentra en la geografía de las disputas legales porque sirven como un 

indicador de los conflictos del agua. Las disputas que llegan a los tribunales superiores se 
consideran una medida objetiva de los conflictos que no se resolvieron por otros medios, como 
apelaciones administrativas ante la DGA u organizaciones de usuarios de agua (Costumero et al., 
2017b, p. 9). Además, la literatura sugiere que 'la acción legal es el resultado de un conflicto no 
resuelto que ha escalado debido a la incapacidad de las partes para llegar a una resolución acordada 
en primera instancia' (Herrera et al., 2019, p. 306). Este argumento destaca el papel significativo 
del poder judicial, incluida la Corte de Apelaciones y la Corte Suprema, como árbitros de disputas 
sobre derechos de agua y en asegurar el cumplimiento de las decisiones de gestión del agua 
(Herrera et al., 2019, p. 317). 

 
No obstante, el principal problema con la literatura sobre 'disputas legales' radica en su 

tendencia a reducir la jurisprudencia meramente en términos de cantidad, descuidando una 
exploración de cómo el contenido de la jurisprudencia influye en los encuadres y las posiciones de 
los actores involucrados, y por lo tanto, la resonancia del encuadre legal en los conflictos. El 
principal punto ciego radica en homogenizar al poder judicial como una institución monolítica, 
tratándolo como un árbitro legal estático del Estado y reduciendo a los actores que defienden el 
encuadre legal de derechos humanos a demandas fragmentadas y dispersas contra los derechos de 
agua. 

 
En este sentido, Budds y Bauer han arrojado luz sobre la conceptualización de las disputas 

legales en los conflictos del agua, enmarcándolas como un fenómeno más amplio: la gobernanza 
del agua. Budds y Bauer argumentan que debido al proceso de toma de decisiones restringido 
dentro del marco legal, la aparición de conflictos de agua ha obligado a la intervención de 
tribunales ordinarios como nuevos actores para abordar y mitigar estos conflictos (Bauer, 2015; 



Budds, 2012; Goodman et al., 2008). El término 'gobernanza del agua' se refiere a los mecanismos 
y las instituciones legales y políticas destinados a abordar los conflictos relacionados con el agua, 
especialmente aquellos que involucran múltiples derechos de agua, usos y valores. El objetivo es 
navegar y reconciliar estos conflictos a través de la toma de decisiones y compensaciones entre 
varias alternativas (Bauer, 2015, pp. 149–150; Budds, 2020, p. 18). 

 
Para Bauer, fortalecer el poder judicial ordinario ofrece ventajas ya que está mejor 

posicionado para supervisar y equilibrar sistemáticamente la autoridad del estado, particularmente 
en contextos donde la regulación estatal se está fortaleciendo (Bauer, 2015, pp. 167–168). Por lo 
tanto, la Corte de Apelaciones y la Corte Suprema emergen como los principales actores para 
abordar las deficiencias de las políticas de agua surgidas del marco del Código de Aguas (Rivera 
et al., 2016, pp. 40–41). También aparecen como actores institucionales capaces de crear derecho 
a través de la aplicación de la interpretación de normas legales nacionales y derechos 
fundamentales y al referirse al derecho internacional, precisamente, a la figura del agua como un 
derecho humano (Larraín, 2006, pp. 87–88). En otras palabras, el poder judicial emerge como 
actores institucionales que interpretan la resonancia entre el encuadre legal neoliberal y el encuadre 
legal de derechos humanos. 

 
En otras palabras, el conflicto relacionado con el agua no se trata únicamente de alterar las 

políticas de agua para cambiar la propiedad y las responsabilidades administrativas para el 
saneamiento del agua. El meollo del conflicto radica en la definición de 'agua' dentro del marco de 
la ley. Específicamente, el análisis de este fenómeno ilustra que la decisión neoliberal de establecer 
derechos de agua ha cultivado un encuadre legal institucional que resuena con las políticas de agua, 
exacerbando aún más los conflictos del agua. En respuesta, los movimientos sociales se organizan 
y proponen significados alternativos a la definición legal del agua a través de un encuadre legal de 
derechos humanos, que se refiere exclusivamente al estándar universal del derecho internacional. 
Esto se hace para legitimar su trabajo y articular un sentido más claro y colectivo de causa 
(McCann, 2006, p. 143) definiendo 'agua' como una condición para una vida digna (Larraín, 2012, 
p. 85). 

 
En consecuencia, los conflictos de agua existen como tales porque surgen de 

reinterpretaciones del concepto de agua para resonar nuevas soluciones (significados) a este 
conflicto. Por lo tanto, examinaremos el movimiento socioambiental MODATIMA porque 
representa un conflicto de agua que puede proporcionar nuevas perspectivas sobre la interacción 
entre el significado cambiante del concepto legal de agua y su interpretación por parte de la Corte 
de Apelaciones y la Corte Suprema. 

 
3 MARCO TEÓRICO Y METODOLÓGICO 
 
3.1 MARCO LEGAL Y MOVIMIENTOS SOCIALES 
 
¿Qué entendemos sobre los movimientos sociales en relación con los conflictos por el 

agua? Sin duda, afirmamos que los movimientos sociales se caracterizan por su capacidad para 
desafiar las estructuras de poder existentes (Tarrow, 2011, p. 154) y participar en conflictos sociales 
con el objetivo de introducir nuevos patrones culturales. Estos patrones abarcan varios aspectos, 
incluyendo conocimientos, inversiones y valores éticos, todo dentro de un contexto social 



específico (Touraine, 1985, p. 780). Este proceso de política contenciosa implica la movilización 
de la ley para introducir —a través de la institucionalización— sus patrones culturales. 

 
Esta respuesta surge de una comprensión del encuadre legal del fenómeno del conflicto por 

el agua. El encuadre legal argumenta que las ideas y conceptos legales sirven como fuentes de 
esquemas y encuadres culturales que definen y modelan la vida social (Marshall, 2003, p. 663). 
Ofrece un marco para analizar los repertorios de significado que los actores del movimiento 
construyen y movilizan en su búsqueda de cambio social y político (Pedriana, 2006, p. 1720). Por 
lo tanto, la tradición del encuadre legal sostiene que la ley da forma a las experiencias políticas de 
los movimientos sociales a medida que se articulan a través de categorías legales, principalmente 
"derechos", y emplean estrategias legales que, a su vez, moldean las experiencias de la base del 
movimiento. El encuadre representa un fenómeno activo y orientado a procesos que involucra 
agencia y contienda en la construcción de la realidad (Benford & Snow, 2000, pp. 614–615). 
Legitima las quejas y actúa como un punto focal para el desarrollo y florecimiento de identidades 
colectivas (Johnston & Noakes, 2005, p. 318; Pedriana, 2006, p. 1729). 

 
Según este punto de vista, la ley funciona como un "marco maestro", un marco conceptual 

ampliamente accesible que resuena con la población, proporcionando reclamos normativos para 
los movimientos sociales (McAdam et al., 1996, p. 6). El concepto de un marco maestro impone 
ciertas condiciones a los movimientos sociales mientras navegan por su identidad y buscan obtener 
resonancia con otros actores. Participan en negociaciones dentro de marcos legales para introducir 
sus demandas sociales, moldeando así nuevos significados legales y transformando su propia 
identidad (McAdam et al., 1996, p. 13; D. A. Snow et al., 2004, pp. 7–9; D. Snow & Benford, 
1992, p. 136). La resonancia juega un papel crucial en este contexto, sirviendo como el mecanismo 
mediante el cual los movimientos sociales utilizan símbolos culturales profundamente resonantes 
para articular y legitimar sus quejas y objetivos (Pedriana, 2006, p. 1727). Dado que la ley 
proporciona una fuente profunda de recursos simbólicos, la resonancia se vuelve fundamental para 
expandir la legitimidad, las quejas y los objetivos de los movimientos sociales a través del 
reconocimiento oficial de los derechos legales (Benford & Snow, 2000; Pedriana, 2006; D. Snow 
& Benford, 1992) 

. 
Construimos sobre la tradición establecida del encuadre legal llevándola a un nivel más 

radical, integrando la tradición de la deconstrucción legal (Balkin, 2010; Briggs, 2001; Cornell et 
al., 1992; Čufar, 2021; Davies, 2017; Goodrich et al., 2008). 

 
Esta síntesis introduce dos nuevos argumentos para mejorar la tradición del encuadre legal. 

En primer lugar, la conceptualización de la interpretación legal como una traducción de la 
participación política. En este proceso, la traducción debe lidiar con la materialidad de las palabras 
como significantes, reconociendo que van más allá de transmitir mensajes o significados 
preexistentes (Bielsa, 2022, p. 409). Esto implica que la interpretación legal utilizada por los 
movimientos sociales fomenta la idea de significados destacados dentro de los significantes 
presentes en varios dominios del conflicto social, donde la política y la ley se reflejan mutuamente 
(Cornell et al., 1992; Davies, 2005; de Ville, 2011; de Ville, 2012). En segundo lugar, el encuadre 
legal democrático entiende que la democracia nunca está completamente presente; siempre está en 
modo de supervivencia y promesa: una “democracia por venir” (Cheah & Guerlac, 2009; Derrida, 
2003; Fritsch, 2002). El principal reclamo es resonar la creación de diferentes derechos a través de 



la alteración del significado de los conceptos legales. Esta resonancia pretende traducir la 
participación política contenciosa (fuerza) para empoderarla a través de la constitución de nuevos 
derechos legales (Derrida, 2003, p. 134; Fritsch, 2002, p. 19; Haddad, 2013, p. 12). Por lo tanto, 
un encuadre legal democrático significa la resonancia para empoderar a través del derecho 
mediante la alteración de significados, ya que su carácter performativo genera diferentes derechos. 

 
3.2 EL CASO: MODATIMA 
 
MODATIMA es un movimiento social que se originó en Petorca, una ciudad ubicada en la 

región de Valparaíso. La formación de MODATIMA se puede atribuir a la correlación directa con 
los primeros signos de agotamiento de un río debido al drenaje ilegal en esta área (Bolados et al., 
2018; Mundaca, 2014, p. 29; Panez-Pinto et al., 2017; Rojas Vilches, 2021). En consecuencia, esta 
situación ha planteado desafíos significativos para los pequeños agricultores y la comunidad, 
quienes han tenido que adaptarse a vivir con un suministro diario de agua de solo 50 litros a lo 
largo de los años (Bauer, 2015, p. 159; MODATIMA.cl, 2023). 

 
El suministro constante de agua a través de camiones cisterna y el declive de la agricultura 

a pequeña escala son solo algunas de las manifestaciones más explícitas de una profunda crisis 
hídrica (Panez-Pinto et al., 2018, p. 158). Esto se ve agravado por la sequía prolongada que afecta 
a la región y la apropiación desigual del agua disponible, exacerbada por la extracción ilegal de 
agua de las cuencas (Budds, 2004, p. 328). 

 
MODATIMA, como movimiento social, significa la formación de una red organizativa 

donde sus comportamientos no institucionales comienzan a articular un marco legal específico 
destinado a transformar el marco legal (Panez-Pinto et al., 2017, p. 140). Este desarrollo pivotal se 
produjo en 2013 cuando lograron organizar con éxito una Consulta Ciudadana en la comuna de 
Petorca (Mundaca, 2014). La consulta reveló la desaprobación mayoritaria de la sobreexplotación 
de los recursos hídricos por actividades agrícolas y mineras. Este evento sirvió como un hito crucial 
en la lucha continua por el acceso al agua y la protección ambiental en la región (MODATIMA.cl, 
2023; Mundaca, 2014, p. 6; Panez-Pinto et al., 2017, p. 142; Rojas Vilches, 2021). 

 
3.3 METODOLOGÍA 
 
El establecimiento de la base de datos del marco legal de MODATIMA se ha llevado a 

cabo mediante una revisión meticulosa de su página web, que brinda acceso a sus comunicados de 
prensa oficiales. Esta colección abarca 278 documentos (PDF), que se han clasificado en las 
siguientes categorías: 

 
1. Declaraciones públicas 
2. Discursos políticos en asambleas 
3. Difusión de sus actividades políticas y protestas 
4. Artículos científicos 
5. Columnas de opinión y ensayos sobre contingencias políticas 
6. Referencias a medios nacionales e internacionales que se alinean con sus 

demandas políticas fundamentales 
7. Citas de las resoluciones judiciales en las que han estado involucrados 



Por lo tanto, la definición del marco legal de MODATIMA que surgió del QCA de su base 
de datos se define como un esquema de interpretación en el que identifican condiciones críticas de 
no participación política, políticas hídricas que exacerban los conflictos por el agua y una demanda 
por el derecho al agua. Del mismo modo, refleja una expectativa normativa que se refiere a un 
cambio constitucional del Artículo 19 No. 24 de la Constitución y enmiendas al Código de Aguas 
para asegurar el agua como un bien común de uso público. 

 
Además, la interpretación legal destaca la conexión inherente en la que un cambio en el 

significado del concepto legal de agua implica necesariamente la creación de una nueva oferta de 
derechos legales. Específicamente, la interpretación legal de MODATIMA enfatiza la naturaleza 
dinámica de un concepto legal y su correlación con un derecho específico y reclama la mejora de 
un nuevo poder en el marco legal. Nuestra preocupación se centra en identificar cómo el marco 
legal y la interpretación legal establecen una conexión entre los conceptos de “derecho” y “agua”. 

 
Estas categorías son las siguientes: 
 

1. DERECHOS/LEY (DERECHO(S)) 
2. AGUA (AGUA) 

 
El método de categorización también se ha extendido a las decisiones judiciales de la Corte 

Suprema de Chile (23) y la Corte de Apelaciones (487) que abarcan desde 2011 hasta 2023, 
sumando un total de 510 fallos. El criterio de selección para estos fallos fue facilitado por la base 
de datos jurisprudencial principal proporcionada por el Poder Judicial, filtrada específicamente por 
el concepto legal de “Agua”. De la misma manera, la selección de los datos del Poder Judicial se 
ha realizado a través de las siguientes palabras: 

 
1. ACTO ADMINISTRATIVO, NULIDAD DE 
2. AGUAS, AMPARO DE 
3. AGUAS, DERECHOS APROVECHAMIENTO, C. AGUAS 
4. PESCA Y ACUICULTURA, INFRACCIONES A LA LEY DE 
5. PERJUICIOS, INDEMNIZACIÓN DE 
6. SERVIDUMBRE LEGALES 
7. SERVIDUMBRE MINERA 

 
Simultáneamente, el marco legal del Poder Judicial implica la aplicación de normas legales 

y constitucionales a través de razonamientos legales que se limitan a la doctrina legal, tratados 
internacionales y reclamos legales relacionados con la resolución de conflictos por derechos de 
agua. En otras palabras, es la justificación legal para aplicar una ley en el contexto de una disputa 
por derechos de agua. De manera similar, la interpretación legal por parte del Poder Judicial es la 
manera en que la aplicación de derechos específicos y normas legales y constitucionales no solo 
implica referencia a un concepto legal, sino que también requiere justificación de cómo el 
significado de ese concepto se relaciona con los derechos y estándares aplicados. 

 
4 RESULTADOS 
 



Los hallazgos principales que descubrimos en una relación mutuamente constitutiva 
respecto a la influencia del encuadre legal de MODATIMA en el encuadre legal de la 
jurisprudencia revelan comprensiones distintas de "agua" e interpretaciones divergentes del 
"derecho al agua". Específicamente, este caso involucra a tres actores centrales con diferentes 
perspectivas sobre estos conceptos. Notablemente, la Corte Suprema de Chile y las Cortes de 
Apelaciones tienen opiniones contrastantes sobre el derecho al agua. La Corte Suprema adopta 
una definición expansiva del derecho al agua, permitiendo que se reinterprete regularmente. Por 
el contrario, la Corte de Apelaciones restringe el concepto de agua dentro de los términos 
constitucionales de los derechos de agua a través de un "encuadre legal neoliberal". En 
consecuencia, el encuadre legal de MODATIMA ha desempeñado un papel crucial en la 
transformación del encuadre legal de la Corte Suprema debido a su "comprensión abierta del agua". 
El encuadre legal de MODATIMA puede caracterizarse como democrático, ya que conceptualiza 
el agua como un bien común que abarca el acceso a la tierra y al agua, la calidad del agua y el 
derecho a la salud. Cuantos más derechos se democratizan, más democrático se vuelve el encuadre 
legal. 

 
Primer acto: abrir el agua como la condición del 'derecho al agua'. 
 
El concepto legal del agua se ha transformado debido a la inclusión del derecho humano al 

agua. En este sentido, el concepto de agua tiene dos significados: uno como requisito para llevar 
una vida digna y el otro como un aspecto del uso de la propiedad privada. Esta implicación sugiere 
que es un derecho multifacético, abarcando tanto el Código de Aguas (Artículos 14, 6 y 8) como 
el Derecho Internacional. La consecuencia principal es que la referencia al derecho humano al 
agua innova dentro de una distinción conceptual en el razonamiento legal de la Corte Suprema. Se 
hace una distinción clave entre "derechos de agua" y el "derecho al agua". Los derechos de agua 
se refieren al marco legal que rige la propiedad del agua, mientras que el derecho al agua surge 
como una garantía de acceso al agua. Esta distinción solo se hizo explícita en 2020. 

 
En 2017, el concepto de derechos de agua como propiedad comenzó a alinearse con un 

encuadre legal para el derecho a vivir en un ambiente libre de contaminación. Precisamente, así es 
como el derecho al agua se convirtió en un derecho esencial para la vida. La introducción del 
concepto legal de 'vida' implica considerar los derechos de agua en el contexto de la prevención 
del daño ambiental porque pone en peligro la vida humana (CS37140-2017). Sin embargo, fue en 
la sentencia CS1348-2020 que, a través de la referencia al derecho internacional, se mencionó 
explícitamente el agua como un derecho al agua. Esto indica que el concepto legal de "agua" no 
puede reducirse a su naturaleza de propiedad consagrada en el Código de Aguas, sino más bien 
como un bien público para garantizar la vida. 

 
Esta distinción explícita, adoptada por la Corte Suprema, diferencia el significado del 

concepto legal de agua, alineando el derecho al agua dentro del encuadre de los derechos humanos 
y el derecho internacional, y distinguiéndolo de los derechos de agua y los titulares. Respecto al 
significado del agua como derechos no consuntivos, se hace referencia a su disposición en el 
Artículo 14 del Código de Aguas. Esta énfasis se coloca en el cumplimiento de la obligación de 
devolver el agua. Titular de Derechos de Agua bajo el Artículo 14 del Código de Aguas. Implica 
el uso del agua sin su consumo y la obligación de devolverla en el contexto de la gestión 
permanente del agua (CS1348-2020). 



 
A través de estas consideraciones, la interpretación legal del agua no puede limitarse 

únicamente a la utilización de derechos no consuntivos delineados en el Artículo 14 del Código de 
Aguas. En cambio, la comprensión legal también abarca una interpretación que integra las 
nociones de vida y recursos vitales, buscando establecer nuevos derechos legales que garanticen 
el agua como un recurso vital. Esta nueva hipótesis postula que definir el agua como un bien 
público es una ‘promesa democrática-institucional que debe cumplirse’ (Fritsch, 2002, p. 580; 
Haddad, 2013, p. 62). 

 
Esta transformación del concepto de ‘agua’ implicó resignificar los elementos constitutivos 

del ‘concepto’ de derecho. Antes de esta transformación, el concepto de “derecho” en relación con 
el agua estaba vinculado principalmente a los términos del derecho constitucional (CS7876-2013; 
CS 18152-2017). Pero no fue hasta 2020 que se asoció con los derechos humanos y el derecho 
internacional, específicamente en un caso que involucraba conflictos de agua entre MODATIMA 
y una institución gubernamental administrativa. Para la Corte Suprema, el ‘derecho al agua’ es un 
derecho reconocido internacionalmente y un derecho humano protegido por el Artículo 20 de la 
Constitución. Con referencia al derecho al agua para los pobres en áreas urbanas y rurales, se 
menciona para justificar la obligación del Gobierno de hacer cumplir los Artículos 5, 1 y 4 de la 
Constitución. 

 
El gobierno de Chile está obligado a proporcionar acceso al agua debido a su ratificación 

de tratados internacionales de derechos humanos, y se reconoce la existencia de grupos marginados 
de la sociedad civil que carecen de acceso a este derecho humano básico. La incorporación del 
derecho internacional dentro del derecho interno conduce al establecimiento de nuevos derechos 
legales, incluido el derecho al agua como un derecho humano (CS1348-2020). Este derecho es 
crucial para la vida y se basa en la igualdad y la no discriminación, lo que lo convierte en un 
derecho humano fundamental y democrático (CS1348-2020; CS76260-2021). Sin embargo, las 
decisiones legales no consideraron el derecho humano al agua desde 2011 hasta 2020. Pero, en 
2020, la participación de MODATIMA en un caso legal contra la “Subsecretaría del Interior del 
Ministerio del Interior y Seguridad Pública2” marcó un cambio significativo. Este cambio llevó al 
reconocimiento del derecho humano al acceso a agua potable limpia y segura, bajo los principios 
de igualdad y no discriminación (CS76260-2021). 

 
Este derecho encuentra su base en convenciones internacionales de derechos humanos, que 

enfatizan la igualdad y la no discriminación, y se alinea con los principios fundamentales de la 
noción legal de agua como un bien común que incluye elementos como la accesibilidad y el 
suministro de agua potable. 

 
En este sentido, el derecho a un ambiente saludable se conceptualiza como un derecho 

humano internacional, produciendo nuevos derechos para el Estado de Chile en el contexto 
administrativo para asegurar el desarrollo del individuo en armonía con la naturaleza y garantizar 

 
2 No fue hasta el año 2020, en el fallo CS-1348-2020, que los miembros de MODATIMA demandaron al Estado de 
Chile para asegurar el derecho al agua mediante la provisión de agua potable. Precisamente, la Corte Suprema 
ordena que la declaración de la Subsecretaría del Interior del Ministerio del Interior y Seguridad Pública debe ser 
modificada sin demora, junto con otros actos administrativos relevantes, asegurando la entrega y suministro de al 
menos 100 litros por persona por día a los habitantes de Petorca. 



el acceso igualitario para las personas mayores. De esta manera, en 2021, en otro conflicto 
ambiental relacionado con el agua (Budds, 2020) que involucraba a Forestal Arauco, se tomó una 
decisión respecto a la naturaleza preventiva de causar daño al medio ambiente para asegurar su 
carácter constitucional. En el caso de causar daños irreparables al ecosistema, si los hechos 
reportados se vuelven efectivos, aún no se ha hecho un pronunciamiento hasta la fecha, lo que 
plantea un riesgo significativo para el medio ambiente, considerando el derecho constitucional 
establecido en el numeral 8 del Artículo 19 de la Constitución Política de la República (CS6729-
2021). 

 
Así, podemos identificar que el derecho a un ambiente saludable se solidifica como un 

derecho humano internacional fundamental a través del fallo de MODATIMA (CS-1348-2020), lo 
que implica que el derecho al agua se refiere a un concepto distinto del codificado en el derecho 
de aguas. En cambio, apunta al establecimiento de nuevos derechos de acceso al agua potable y 
saneamiento, donde su respeto constitucional implica la prevención del daño ambiental. De esta 
manera, observamos que los derechos humanos tienen la performatividad de generar nuevos 
derechos a través de su aplicación. 

 
Segundo acto: la fusión de dos encuadres legales del agua. 
 
MODATIMA conceptualiza el agua como un bien común de uso público, reflejando la 

demanda política de reconocer el agua como vida. Su afirmación principal es que sin agua, la vida 
no es posible, y sin derechos legales de acceso al agua, se viola el derecho a la vida. Por lo tanto, 
la distribución basada en el mercado de los derechos de agua implica que los individuos deben 
pagar por el derecho básico de existir. El agua, según la definición de MODATIMA, va más allá 
de ser de propiedad privada, enfatizando su importancia sobre las actividades generadoras de lucro. 
Su reconocimiento legal requeriría la creación de instituciones dentro del derecho administrativo 
para regular los derechos que materializan el concepto del 'bien común' y asegurar legalmente el 
acceso al agua para una vida digna. El encuadre legal de MODATIMA está moldeado por el 
concepto de agua como vida, que incluye una perspectiva crítica sobre el fracaso del marco legal 
chileno para garantizar el derecho humano al agua y un enfoque normativo destinado a asegurar 
derechos que conduzcan a la desprivatización del agua. 

 
Desde 2012, definir el agua como vida legalmente ha llevado a MODATIMA a establecer 

una relación mutuamente definitoria entre vida y agua: no hay vida sin agua. La crítica a la 
definición del agua como vida implica una comprensión de la distribución desigual del agua debido 
a su privatización a través de los derechos de agua. En consecuencia, dado que el agua se trata 
como una mercancía económica negociada en el mercado, no existe una preocupación institucional 
que se traduzca en disposiciones legales para garantizar la calidad de vida. El marco regulatorio 
del Código de Aguas no diferencia entre la regulación del agua para consumo humano y uso 
agrícola. 

 
Esta noción de agua como bien común tiene la consecuencia legal de definir conjuntamente 

el 'agua y la tierra'. La interpretación del concepto legal de agua por parte de MODATIMA implica 
diferenciar su significado de manera que no separe la propiedad de la tierra de los derechos de 
utilización del agua, como se establece explícitamente en una de sus primeras declaraciones 
públicas en 2012 (MODATIMA, 2012, 2019, 2020). Así, el concepto legal de agua no puede 



distinguirse de la propiedad de la tierra, implicando una crítica profunda del modelo de utilización 
del agua. Para MODATIMA, el agua debe englobar legalmente la propiedad de la tierra porque la 
separación de estos dos elementos ha llevado a una política extractivista, dejando tierras sin agua 
en Petorca. 

 
Si la Corte Suprema estableciera un concepto legal relativo al término "vida" en términos 

amplios, se habría creado una nueva forma legal que reconoce un derecho al "derecho de agua" 
diferente de la noción convencional de "derechos de agua" que conceptualizan el agua como 
propiedad. En el caso de MODATIMA, se define el concepto de agua como bien común de la vida, 
y se delinean tres derechos específicos para asegurar este concepto. 

 
La concepción de Derecho de MODATIMA se refiere a un estado no privilegiado, 

afirmando que la falta de acceso al agua lleva a la violación de los derechos humanos, cuando la 
producción económica derivada de los derechos de utilización del agua está privilegiada. Entre 
2012 y 2023, el enmarcamiento legal de MODATIMA podría caracterizarse a través de la idea de 
que interpretan la ley en un doble sentido: i) tiene una nueva expectativa normativa que debe 
introducirse en el sistema legal chileno, y ii) tiene una comprensión crítica del diseño institucional-
legal consagrado en el Código de Aguas. En otras palabras, podemos decir que la defensa de 
MODATIMA para el marco legal en el que se reconoce el agua como un derecho humano implica 
una definición legal del concepto de agua como "bien común de uso público". 

 
Esto genera una nueva oferta de derechos relacionados con el acceso, saneamiento y agua 

potable, particularmente en el contexto de conflictos por el agua (Bauer, 2015; MODATIMA, 
2015a, 2019, 2023). Como resultado, el vocabulario legal de MODATIMA distingue claramente 
el derecho al agua, enfatizándolo como un derecho, ya que representa una expectativa normativa 
que aumenta el poder de aquellos sujetos al Estado de Derecho al otorgarles acceso al agua como 
bien común de uso público (MODATIMA, 2014, 2019). 

 
A través de esta comprensión democrática del derecho (Cheah & Guerlac, 2009), hemos 

podido identificar tres derechos principales que contribuyen a la resolución de conflictos por el 
agua en Chile: i) el derecho al acceso al agua, ii) el derecho a la tierra-agua, y iii) el derecho a la 
salud. Estos derechos se convierten en elementos constitutivos para garantizar el marco legal del 
bien común público. 

 
i) Derecho al acceso al agua 
 
El derecho de acceso al agua es esencial en el marco legal de MODATIMA, ya que es un 

componente crucial de su definición legal propuesta del agua como bien común. Esto significa que 
todos deberían tener acceso igualitario al agua sin ninguna forma de discriminación. El marco legal 
de MODATIMA reconoce que el derecho de acceso al agua que surge del bien común entra en 
conflicto con los derechos de agua derivados de la propiedad privada bajo el Artículo 19 Nº 24 de 
la Constitución. La respuesta de MODATIMA al argumento de la Sociedad Nacional de 
Agricultura de que priorizar el acceso al agua implica no garantizar certezas legales y violar el 
derecho constitucional a la propiedad del agua se aborda en su marco legal. MODATIMA busca 
asegurar el derecho humano al agua a través de la reforma constitucional del Artículo 19 Nº 24 de 
la Constitución, que implica eliminar la propiedad privada del agua. Este objetivo político tiene 



una traducción legal que significa una definición normativa del agua como bien común de uso 
público, que crea un nuevo derecho constitucional al acceso al agua, garantizando el acceso 
indiscriminado del ser humano al agua. 

 
ii) Derecho a la tierra y al agua 
 
Asimismo, el derecho más notablemente nuevo que emerge del marco del bien común 

público es el derecho a la propiedad de la tierra. Principalmente, de 2012 a 2014, su marco legal 
se basó en esta distinción, implicando que los derechos de agua estaban sujetos a la propiedad 
privada. Así, se entiende que la interpretación legal de MODATIMA, además de reconocer el agua 
como bien común de uso público garantizado como un derecho humano, implica una respuesta 
crítica al Artículo 19 Nº 24 de la Constitución al apelar por su enmienda constitucional porque 
conceptualmente separa el agua de la tierra. Como es evidente, MODATIMA percibe, a través de 
su marco legal, que la separación del concepto legal de agua de la tierra implica el establecimiento 
de derechos de agua negociados en un mercado de agua, lo que resulta en tierras agrícolas sin 
acceso al agua. Los derechos propuestos por MODATIMA explican que un cambio en el Artículo 
19 Nº 24 de la Constitución para articular el nuevo derecho constitucional al acceso al agua debería 
ser parte de la reforma legal. Esta reforma tiene como objetivo transformar el Artículo 2 del Código 
de Aguas para definir nuevos derechos legales que no separen la propiedad del agua de la propiedad 
de la tierra. 

 
iii) Derecho a la salud 
 
Para MODATIMA, el derecho a la salud implica una consecuencia directa de las garantías 

legales asociadas al derecho humano al agua. Esto sugiere que la falta de acceso al agua equivale 
a una violación del derecho a la salud. MODATIMA introdujo por primera vez el concepto de 
"derecho a la salud" en 2016, en el contexto de políticas hídricas que aprobaron la instalación del 
proyecto CIGRI en Til-Til. 

 
"La implementación del proyecto CIGRI en Til-Til revela que la clase política una vez más da la 

espalda a los ciudadanos que deberían proteger, conforme a las disposiciones de nuestra Constitución en el 
Artículo 19, Nº 8, que establece 'el derecho de los individuos a vivir en un ambiente libre de contaminación, 
con el deber del Estado de asegurar el cumplimiento de esta disposición'. Entendemos que la aprobación de 
tales proyectos solo perpetúa un modelo de desposesión que precisamente apunta a municipios vulnerables 
como Til-Til, convirtiéndolos en sus principales víctimas (...) (MODATIMA, 2016b). 

 
Como podemos ver, el concepto de recursos naturales se ha enmarcado dentro del discurso 

legal de producción y propiedad privada, en lugar de alinearse con el diseño institucional que surge 
de las expectativas normativas del derecho ambiental. Esta falta de alineación ha resultado 
notablemente en la completa ausencia de un catálogo de derechos ambientales. 

 
Bajo estos términos, se vuelve indisputable que existe una constitución mutua en el 

enmarcado legal de la Corte Suprema y MODATIMA, que se atribuye principalmente al concepto 
abierto de agua como recurso vital y su definición como bien común público para la vida. Si bien 
la Corte Suprema enmarcó inicialmente el concepto, posteriormente se modificó debido a la 
demanda de MODATIMA. Esta idea se refuerza aún más por el argumento de la Corte Suprema 
de que el 'derecho al agua' se ha materializado mediante el enmarcado legal de MODATIMA, que 



proporciona acceso a la tierra, el agua y la salud como derechos para garantizar la realización 
efectiva de este derecho como nuevas formas legales del 'derecho al agua'. Al mismo tiempo, es 
igualmente importante reconocer que el enmarcado legal de MODATIMA surge de una 
interpretación legal de la legislación y la aplicación de derechos del Código de Aguas. Sin embargo, 
la constitución mutua no solo debe entenderse en términos positivos, lo que implica una relación 
simbiótica entre enmarcados. La Corte de Apelaciones nos informa que la constitución mutua 
también abarca un aspecto negativo, que contradice los enmarcados de cada parte, pero esta 
contradicción es esencial para constituir la identidad en conflicto de cada enmarcado legal. 

 
Tercer acto: un enmarcado neoliberal en contra del enmarcado legal del agua. 
 
En términos fundamentales, el concepto de agua de la Corte de Apelaciones se refiere 

principalmente a la utilización no consumptiva del agua de propiedad privada. La utilización del 
agua denota el uso efectivo del agua como requisito previo para la existencia del derecho, según 
lo establecido en los Artículos 2 y 20 del Código de Aguas. Al mismo tiempo, la utilización del 
agua se refiere a su uso continuo por parte del titular del derecho para la utilización del agua. El 
requisito de no consumptividad del agua es una condición crucial para la existencia de esta 
utilización, representando una interpretación estrictamente legal asociada con el Artículo 2 del 
Código de Aguas. 

 
La definición de la utilización del agua permanece consistente en la Corte de Apelaciones 

entre 2010 y 2023, haciendo un uso explícito y claro de lo establecido en el Artículo 2 del Código 
de Aguas. Por lo tanto, se entiende que los derechos de utilización del agua corresponden a las 
aguas superficiales, que son aquellas naturalmente visibles para los humanos, según lo establecido 
en el Artículo 2 del Código de Aguas (CA236-2011; CA15-2012; CA2178-2013; CA3080-2014; 
CA881-2015; CA 221-2016; CA174-2019; CA374-2020). Estos derechos son no consumptivos, 
permitiendo el uso del agua sin consumo y requiriendo que se devuelva de la manera determinada 
por el acto de adquisición o constitución del derecho. También se consideran permanentes y 
continuos. Por lo tanto, vale la pena señalar que la utilización del agua es lo que permite definir el 
agua como concepto legal. Esto se debe a que la utilización del agua crea la ficción legal de que el 
agua está sujeta a apropiación, puede ser utilizada sin ser consumida y tiene la capacidad de gravar 
otros tipos de derechos para ser utilizados en los términos de derechos de propiedad real. En 
consecuencia, determina toda la lógica de los derechos correspondientes al derecho civil derivado 
del Código de Aguas y el derecho fundamental bajo el Artículo 19 Nº 24 de la Constitución. 

 
Es en oposición a esta concepción que el enmarcado legal de MODATIMA, especialmente 

en relación con el concepto de agua expresado en términos legales constitucionales (y no en 
enmarcados internacionales de derechos humanos), esto porque MODATIMA declara que la 
utilización del agua debe ser contingente a la propiedad de la tierra. En 2013, se presentó una 
crítica clara al Artículo 19 Nº 24 de la Constitución. Esto significa que cualquier cambio legislativo 
al Código de Aguas que no resulte en una modificación constitucional de este artículo no se 
consideraría significativo (MODATIMA, 2014a). De 2017 a 2023, la expectativa normativa de 
definir la utilización del agua en conjunto con la propiedad de la tierra implica una enmienda 
constitucional al Artículo 19 Nº 24 de la Constitución (MODATIMA, 2012a, 2017a, 2018, 2021b). 

 



Por lo tanto, identificamos que los derechos de utilización del agua en el enmarcado legal 
de MODATIMA sirven a un doble propósito. En primer lugar, facilitan una crítica legal al concepto 
de derechos derivados de la lógica de la propiedad privada del agua, específicamente en cómo los 
derechos de utilización del agua, tanto consumptivos como no consumptivos, resultan en un acceso 
desigual al agua, con una falta de prioridad dada al consumo humano, violando así el derecho 
humano. En segundo lugar, sirve como crítica política sobre cómo estos derechos de utilización 
fueron otorgados libremente y en perpetuidad, asegurando 'certezas legales' para el agroindustria, 
la minería, el sector industrial y la hidroeléctrica que recurren para llevar a cabo conflictos por el 
agua, que resultan en sequías (MODATIMA, 2016b, 2016a, 2018, 2021). 

 
Este concepto de agua vinculado a la utilización del agua implicó la creación de un 

enmarcado legal "neoliberal". El derecho constitucional al agua sirve como el concepto nodal que 
permite la agregación y dirección del poder legal para reconocer quién tiene derecho al acceso al 
agua. Específicamente, el Artículo 19, Nº 24, establece un titular de derechos para invocar la 
protección legal para la propiedad de sus derechos. Al mismo tiempo, este sujeto de derecho 
constitucional está disponible para limitaciones a sus derechos en función de las normas legales 
internacionales o consideraciones ambientales. 

 
Entre 2011 y 2015, hay una referencia clara a cómo el derecho fundamental debe ser 

salvaguardado en los términos del Artículo 19 Nº 24 de la Constitución Política de la República. 
Varias sentencias de la Corte de Apelaciones confirman que el derecho al uso del agua está 
protegido constitucionalmente como un derecho fundamental a través de acciones de protección 
legal (CA15-2012; CA2178-2013; CA60-2014; CA106-2014; CA881-2015). En otras palabras, el 
derecho fundamental al uso del agua implica instituir acciones de protección legal para 
salvaguardar los derechos de propiedad privada sobre el agua. Precisamente, la Constitución 
entiende que dado que la propiedad privada tiene un estatus constitucional, y además, la propiedad 
del derecho a utilizar el agua se establece como un derecho. Cuando se limita o se grava, existen 
recursos judiciales disponibles para impugnar la legalidad de la expropiación y buscar 
compensación por cualquier daño a la propiedad resultante, 

 
En resumen, de 2017 a 2022, hay un cambio hacia el concepto de uso del agua (Art. 2 del 

Código de Aguas) como constituyente de un derecho fundamental asociado a la propiedad privada 
(Art. 19 Nº 24 CPR). Además, se entiende que el derecho fundamental invocado por la Corte de 
Apelaciones está más asociado con el aspecto procesal del registro bajo el Art. 2 del Código de 
Aguas (CA881-2015; CA679-2017; CA92- 2019; CA157-2019; CA11705-2020; CA61-2023). 
Como podemos ver, el concepto de "derechos" en la Corte de Apelaciones se basa en la 
comprensión de cómo se debe defender el derecho constitucional a la propiedad privada sobre el 
agua de acuerdo con el Código de Aguas. Por lo tanto, se presume que los derechos de agua 
involucran el uso por parte del propietario, y la ley está obligada a proteger ese derecho. 

 
La etiqueta dialéctica resultó de una relación constitucional mutua entre el enmarcado legal 

de MODATIMA y el enmarcado legal de la Corte de Apelaciones. Esta idea se basa en la noción 
de que MODATIMA argumenta que el agua debe considerarse un bien común de uso público, lo 
que implica no solo modificar el Artículo 19 Nº 24 para constitucionalizar el acceso al agua en 
lugar de su uso, sino también cambiar la separación entre la propiedad del agua y la propiedad de 
la tierra bajo el Artículo 2 del Código de Aguas. Además, se necesita una completa innovación 



para establecer el derecho al agua para la salud, lo que implica que el agua es un derecho a la salud 
que incluye aspectos como saneamiento, calidad del agua y la priorización del consumo humano. 

 
El estudio de caso destaca tres ideas clave para una mayor discusión. Primero, la Corte 

Suprema tiene un marco legal centrado en los derechos humanos, mientras que la Corte de 
Apelaciones adopta un enfoque neoliberal. Estas perspectivas divergentes llevan a resultados 
contradictorios, ya que se basan en concepciones ampliamente divergentes del agua y, en 
consecuencia, de los derechos. En segundo lugar, la explicación del enmarcado legal de 
MODATIMA sugiere que esto surge a través de una interpretación legal de la aplicación del 
concepto legal del agua y sus derechos, implicando la reproducción y transformación del "derecho 
al agua" enmarcado por la Corte Suprema. Esto contradice el enmarcado neoliberal de la Corte de 
Apelaciones mediante la redefinición del agua que convierte la propiedad privada en un bien 
común público, creando así un nuevo derecho constitucional a la salud. Por último, el uso del 
marco legal de derechos humanos utilizado por MODATIMA implica la creación de un marco 
legal nuevo y diferente que contiene derechos específicos que aumentan el poder de aquellos que 
se someten al estado de derecho. En otras palabras, MODATIMA crea un marco legal democrático 
en el contexto de los conflictos por el agua. 

 
Específicamente, el enfoque principal de la discusión es comprender cómo el "enmarcado 

legal democrático" presentado por MODATIMA establece una conexión constitutiva con el 
enmarcado legal jurisprudencial, que lo diferencia del enmarcado legal de derechos humanos 
(Corte Suprema) y contradice el enmarcado legal neoliberal (Corte de Apelaciones). 

 
5 DISCUSIÓN Y CONCLUSIONES 
 
Un marco legal democrático emerge a través de la aplicación del “marco legal de derechos 

humanos” al caso específico de Petorca, Chile, por parte de MODATIMA. La base del “marco 
legal democrático” reside en la utilización por parte de MODATIMA del marco legal de derechos 
humanos para amplificar la resonancia de sus demandas políticas. Sin embargo, esta aplicación en 
los “conflictos por el agua” resulta en una estructura de gobernanza donde tanto el poder judicial 
como los movimientos sociales proponen soluciones para aliviar los conflictos derivados de las 
políticas hídricas enmarcadas en el marco legal neoliberal. 

 
El objetivo principal aquí es enfatizar que el marco legal de MODATIMA no debe 

interpretarse como un “marco de derechos humanos” debido a su naturaleza democrática 
inmanente. Esto se debe a que esta respuesta no considera el carácter inherente de la producción 
de derechos vinculados a la transformación del concepto legal del agua. Además, demuestra cómo 
este marco legal democrático contradice explícitamente el marco legal neoliberal. 

 
En un sentido amplio, la constitución del marco legal democrático se despliega a través de 

la transformación del significado legal del agua. Al operacionalizar el concepto legal del marco de 
derechos humanos, en el cual el agua se define como una “condición de vida” (Larraín, 2012) y 
una “vida digna para los seres humanos racionales” (Larraín, 2006; Panez Pinto et al., 2017), 
dentro del contexto de condiciones de escasez resultantes de un marco neoliberal que promulga 
políticas tratando el “agua” como un activo económico. La aplicación de este marco y su concepto 
legal asociado implica definir el agua en términos relacionales para contradecir la caracterización 



neoliberal. Sin embargo, esta contradicción no puede comprenderse únicamente como una 
“negación interna” de la definición neoliberal del agua; en cambio, esta contradicción significa 
una “diferencia externa”. 

 
Esta diferencia externa nos permite caracterizarlo como un marco legal democrático que 

define el agua como un “bien común público” alineándose con las fuerzas políticas inmanentes de 
los movimientos sociales. Esta creación a través de la aplicación se basa en el proceso de 
'iterabilidad', lo que significa que, a través de la repetición de series en un espacio y tiempo 
específicos, se crea una diferencia (Deleuze, 1968, p. 138; Derrida, 1972, p. 44; Spinosa, 2007). 
Así, la repetición de un marco abstracto aplicado a una situación específica de conflicto social 
implica la creación de un marco diferente. 

 
Además, Alexander Lefebvre ha abordado la problematización de la tensión democrática 

inherente en el discurso de adjudicación de los derechos humanos, tal como lo articula Jürgen 
Habermas. Lefebvre elucida que el principal punto ciego de Habermas respecto a los derechos 
humanos radica en conceptualizarlos como criterios formales, a saber, derechos a la participación 
igualitaria en la determinación de todas las normas futuras (Lefebvre, 2006, p. 395; Schwarte, 
2020). Según Habermas, ‘los derechos humanos institucionalizan las condiciones comunicativas 
para una formación de voluntad política razonable’ (Habermas, 1982, p. 360, 2001, p. 109; Koller 
& Hiebaum, 2016). En consecuencia, los derechos humanos son inherentemente democráticos 
porque constituyen las condiciones de posibilidad para juicios morales válidos (Habermas, 2011). 
Según el principio democrático, ‘solo pueden reclamar legitimidad aquellas leyes que puedan 
contar con el consentimiento [Zustimmung] de todos los ciudadanos en un proceso discursivo de 
legislación que, a su vez, ha sido constituido legalmente' (Habermas, 2001, p. 110). 

 
Como es evidente, el 'marco legal de derechos humanos' se vuelve insuficiente para 

explicar el carácter dinámico e inmanente de la postura de MODATIMA en los conflictos por el 
agua. Esta insuficiencia surge de la incapacidad de reducir la redefinición del agua como un bien 
común público, que implica el derecho a la salud, el acceso y la tierra, a formas de comunicación 
ya justificadas. En este contexto, la interpretación legal del agua elucida los orígenes de un nuevo 
marco legal que surge del ‘problema’ del conflicto del agua que involucra a MODATIMA y al 
poder judicial. El argumento de las fuentes converge con el contenido del marco, ya que cada 
problema actualiza la norma dentro de su especificidad. Es imposible recombinar 
retrospectivamente estos diversos casos en un plano universal de justificación (Lefebvre, 2006). 
Una situación concreta da vida al derecho, dándole una evolución creativa. El derecho solo vive 
en sus creaciones, y estas creaciones, a su vez, se recrean al ser introducidas en nuevas situaciones 
y nuevos encuentros. 

 
Tomando en serio el concepto de “creatividad”, la génesis de ese marco no puede 

concebirse a través del reconocimiento, la doxa o la anticipación del encuentro. Es anatema para 
la creatividad considerar casos ostensiblemente “nuevos” como proyectados retrospectivamente 
en el plano de la justificación en reconocimiento y anticipación (Lefebvre, 2006, p. 397). Por lo 
tanto, la aplicación del 'marco legal de derechos humanos' implica necesariamente la creación de 
un nuevo marco de manera democrática. Esto se debe a que su forma emerge de una evolución 
creativa, repetición diferencial y la génesis del sentido, con el objetivo de aumentar su poder a 



través de la ley. Traducen su participación política a través de la interpretación legal para someterla 
al estado de derecho. 

 
El segundo argumento para conceptualizar el enmarcado de MODATIMA como 

democrático se centra en su resonancia, encarnando la noción de “poder constitutivo”, donde la 
verdad de la democracia es el poder de constituir derechos legales (Kalyvas, 2005, 2020). En este 
contexto, la democratización del estado de derecho implica el establecimiento de nuevos derechos 
legales (Menke, 2023, p. 35). Esto significa que la esencia de la democracia reside en la capacidad 
de dar forma al estado de derecho, particularmente en la institución de derechos legales para 
empoderar al pueblo (de Ville, 2017, p. 50; Kalyvas, 2005, p. 240) revelando una plasticidad, 
específicamente, una “actividad creativa continua que tiene lugar en lo social como un organismo 
vivo, y en la que todas sus partes y miembros participan activamente en la configuración” (Menke, 
2023, pp. 35–36). En el enmarcado de MODATIMA, el término 'pueblo' se refiere a aquellos que 
carecen de acceso al agua, lo que hace que su tierra sea inutilizable y plantea desafíos a la salud 
humana y animal debido a la escasez de agua. Esta referencia al pueblo denota participación 
política situada en el contexto de la escasez de agua, donde el significado del agua ha 
experimentado una transformación. Esta transformación implica la necesidad de establecer nuevos 
derechos legales para articular el nuevo significado material del agua como un bien común público. 

 
El tercer argumento que apoya la caracterización de este marco legal democrático radica 

en su “contenido”. MODATIMA redefine el concepto legal del agua, trasladándolo de un “activo 
económico” a un “bien común público”. Según Lawrence Susskind, democratizar la gobernanza 
del agua implica transitar la gestión del agua hacia el uso colectivo a través de la participación de 
los interesados, alineándose con los desafíos de gestión de recursos comunes y enfatizando el uso 
equitativo (Susskind, 2013, p. 669). El concepto de bien público implica la colaboración entre los 
usuarios para desarrollar tecnologías innovadoras que puedan mejorar la disponibilidad de agua. 
La participación de los interesados se considera crucial para abordar los complejos desafíos de la 
gobernanza del agua, reconociendo la interdependencia de diversos actores en la consecución de 
soluciones sostenibles (Susskind, 2013, p. 670). 

 
En este contexto, la naturaleza democrática de la gestión pública del agua diverge del 

“marco neoliberal”, que busca establecer un mercado competitivo del agua. En su lugar, aboga por 
el reconocimiento del poder y la deliberación de una gama más amplia de participantes en la 
resolución de problemas relacionados con el agua. Este enfoque enfatiza la importancia de: (1) un 
proceso formal para identificar e involucrar a representantes de grupos de interés relevantes en el 
diseño de procesos de resolución de problemas; (2) la participación de un “neutral” profesional o 
mediador con las habilidades y experiencia necesarias para facilitar la participación de diversos 
grupos e individuos con capacidades variadas; y (3) un compromiso para participar en la búsqueda 
conjunta de hechos, asistida por expertos científicos y técnicos, como parte del proceso de 
construcción de consenso (Susskind, 2013, p. 670). 

 
Además, el bien común público sirve para democratizar la definición legal del agua a través 

de diseños institucionales intrincados, que implican la creación de normas e instituciones para 
abordar problemas científicos y técnicos asociados con el agua (Hoogesteger, 2017; Susskind, 
2013). Jaime Hoogesteger argumenta, basándose en las luchas de base en las tierras altas de 
Ecuador, que los movimientos sociales poseen la capacidad de democratizar la gobernanza del 



agua a través de métodos distintivos de contestación política (della Porta, 2009; Hoogesteger, 2017, 
p. 75; Tarrow, 2011). Su tesis se centra en la idea de que la democracia en proceso avanza a través 
de la contestación de las estructuras de poder prevalecientes y los procesos de toma de decisiones 
establecidos, tanto dentro como fuera de los espacios formales de participación de los interesados 
(Hoogesteger, 2017, p. 78). Por lo tanto, la redefinición del agua como un bien común público, 
además de complejizar las dinámicas de los participantes y el conocimiento epistémico sobre el 
agua, democratiza la gobernanza del agua. Esta redefinición tiene como objetivo empoderar a los 
usuarios del agua para que se organicen a diversas escalas y formen alianzas estratégicas para 
abogar colectivamente por sus voces y preocupaciones (Hoogesteger, 2017, p. 85). De manera 
similar, como observa Hoogesteger en el caso de las luchas de base en Ecuador, el marco legal 
democrático de MODATIMA implica que concebir el agua como un bien común público extiende 
el concepto de democracia a los ámbitos de la interpretación legal. Esta extensión exige 
implícitamente el reconocimiento de que MODATIMA es una parte integral de los procesos 
dinámicos, innovadores y en disputa involucrados en la formación de la democracia en proceso 
(Asenbaum, 2022; Elstub & Escobar, 2019; Hoogesteger, 2017; Tarrow, 2011). 

 
El marco legal democrático es crucial para entender la identidad, interpretación y contenido 

de MODATIMA, y también destaca la naturaleza no monolítica del poder judicial. Nuestro análisis 
reveló que la Corte Suprema ha adoptado este marco, que reproduce la diferenciación de 
significado inherente en él. Aunque la Corte reconoce el “derecho humano al agua”, ha establecido 
derechos específicos relacionados con la salud, la tierra y el acceso al agua, para materializar una 
concepción de bien común público dentro del marco de la gobernanza del agua. 

 
Esto se ha hecho reproduciendo el derecho humano al agua en términos de las 

circunstancias singulares de la escasez de agua. El marco legal democrático constituye derechos 
de acceso, tierra, agua y salud, y da forma y concreción al marco “abstracto” y “a-contextual” del 
“derecho al agua”. Por otro lado, la Corte de Apelaciones ha permanecido insensible tanto al marco 
legal democrático como al de derechos humanos. La reproducción legal de la corte se alinea con 
el marco neoliberal, donde han tendido a interpretar el agua como un bien común público y una 
condición de vida. En cambio, han estado interpretando el concepto legal del agua en términos de 
“Derechos Constitucionales”, donde han privilegiado la utilización del agua para establecer nuevos 
derechos legales específicos para casos singulares. 
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